
CONCLUSIONES
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EN  TORNO AL  L EJERCICIO ACUMUL4DO  DE LA  ACCIÓN  CIVIL A  LA  PENAL

1  —  El  ejercicio  de  la  acción  civil  en  el  proceso  penal  constituye  un  supuesto  de
acumulación  heterogénea  de  acciones,  en  el  que  el  legislador  permite  que  se deduzca
junto  a  la  pretensión  punitiva  otra  de  naturaleza  privada  debido  a  la  conexión
existente  entre  ellas,  y puesto  que  un  mismo  hecho  histórico  puede  ser  fuente  tanto
de  responsabilidad  civil como  penal.

Tradicionalmente  el  principio  de  economía  procesal  se  ha  esgrimido  como
fundamento  en  favor  de  esta  opción  legislativa,  pues  la  sustanciación  de  la
pretensión  civil  de  forma  acumulada  reporta  indudables  ventajas;  evita  un  proceso

civil  posterior  y conileva  un  ahorro  considerable  en  tiempo,  medios  y esfuerzos  tanto
para  la Administración  de Justicia  como  para  el  justiciable.  Sin  embargo,  en  el  siglo
XXI  esta  institución  cobra  una  nueva  dimensión  y puede  decirse  que  su  fundamento
se  halla  también  hoy  en  la  garantía  que  supone  para  el  perjudicado  que  el  proceso
penal  se  convierta  en un  mecanismo  apto  para  su  efectiva  reparación.

2  —  Las  nuevas  funciones  soéiales  del proceso  penal  conducen  así  a  replantearse  la
accesoriedad  con  que  la  acción  civil  se  encuentra  consagrada  en  nuestro
ordenamiento  jurídico.  En  el  diseño  de  la  LECRIM de  1882,  la  condena  penal
constituyó,  respecto  del  conocimiento  de  la  pretensión  civil,  un  auténtico
presupuesto  de  jurisdicción,  puesto  que  por  regla  general  la  acción  civil  sólo  puede
introducirse,  y  conocerse  en  sede  penal,  en  tanto  en  cuanto  se  encuentre  pendiente
su  objeto  principal  y  necesario,  la  pretensión  punitiva.  Es  preciso  reconsiderar  esta
opción  legislativa,  pues  condena  a  la  pretensión  civil  en  la  causa  penal  a  una
accesoriedad  que  en  numerosas  ocasiones  se revela  injustificada  e infundada.

No  es  sólo  porque  tan  derechos  son  los  del  imputado  a  la  libertad  y  a  la  defensa
como  el  del  perjudicado  a  la  obtención  de  una  eficaz  y  rápida  tutela  judicial  de  su
pretensión;  sino  porque  las  mismas  razones  que  impulsan  al  legislador  a  prever  la
acumulación  de  acciones  civiles y penales  en  el proceso  penal  ab initio debieran  servir
para  extender  la  competencia  de  los  órganos  penales  para  poder  conocer  de  la
pretensión  civil  acumulada  aunque  no  haya  podido  imponerse  la  sanción  penal,
siempre  y  cuando  haya  elementos  de  juicio  suficientes  para  pronunciarse  sobre  la
civil.

Si  bien  no  constituye  una  exigencia  constitucional  que  el  proceso  penal  se  organice
para  asegurar  el  resarcimiento  civil de los  perjudicados  —conforme  tiene  establecido
reiteradamente  el  TC—  no  lo  es  menos  que  el  principio  de  economía  procesal
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quiebra  al  desaprovecharse  la  presencia  en  el  proceso  de  las  partes  implicadas  y
también  de  la  prueba  practicada  sobre  unos  hechos  que,  en  cuanto  acontecer
histórico,  son  únicos.  Sería por  lo tanto  necesario  que  se  introdujese  un  precepto  que
extendiese  la atribución  de  competencia  civil al juez  penal  para  estos  casos.

3  —  El  ejercicio  acumulado  de  acciones  no  se  encuentra,  pese  a  sus  indudables
ventajas,  exento  de  críticas,  pues  conileva  necesariamente  un  debate  procesal  más
complejo,  que  puede  llegar  en  ocasiones  a empañar  los  beneficios  que  reporta.  Para
evitar  sus  desventajas  podría  preverse  legalmente,  como  se ha  hecho  en  otros  países
de  nuestro  entorno,  la  posibilidad  de  que  el  juez  penal  pudiese  declinar  su
competencia  para  el  enjuiciamiento  de  la  pretensión  civil  atendiendo  a  su
complejidad  y  a  la posibilidad  de  que  ésta  pueda  suponer  una  demora  considerable
en  la  resolución  del  conflicto  penal.  Esta  solución  requerirá  retomar  el debate  acerca
de  la prevalencia  en todo  caso  de la  jurisdicción  penal  respecto  de  la civil,  a  fin de  no
producir  una  dilación  considerable  e  innecesaria  en  la  resolución  de  las  cuestiones
civiles  al perjudicado  que  se  viese  obligado  a deducir  su pretensión  necesariamente  a
través  del  correspondiente  proceso  civil  declarativo.  De  otro  lado,  sería  preciso
adoptar  las  cautelas  necesarias  para  que  los  tribunales  penales  no  empleasen  este
expediente  para  declinar  de  modo  sistemático  o  discrecional  su  competencia  en
materia  civil,  lo  que  comportaría  la  desatención  de  los  intereses  privados  de  los
perjudicados,  y  generaría  problemas  de  seguridad  jurídica  e  igualdad.  No  obstante,
esta  facultad  permitiría  evitar  el  peligro  que  se  corre  obligando  en  todo  caso  al
órgano  de la  jurisdicción  penal  a pronunciarse  sobre  el  objeto  civil acumulado,  pues
siendo  éste  singularmente  complejo,  se corre  el riesgo  de que  el juez  penal  no  atienda
suficientemente  al  interés  privado  o  que  su  enjuiciamiento  desvirtúe  el  del  objeto
penal.

4  —  El  ejercicio  conjunto  de  acción  penal  y civil  supone  no  sólo  una  ampliación  del
objeto  procesal,  sino  que  comporta  también  una  modificación  en  las  normas  de
distribución  de  la  competencia  entre  los  órdenes  penal  y  el  civil.  Desde  hace  unos
años  asistimos  a  una  ampliación  defaito del  ámbito  competencial  de  los  órganos
penales  para  el  conocimiento  de  cuestiones  civiles,  rebasándose  con  ello  los
supuestos  de  responsabilidad  extracontractual  y  otro  tipo  de  atribuciones
competenciales  de  naturaleza  privada  expresamente  previstas.  En  la  práctica  forense
no  se ha  abordado  como  una  cuestión  de  atribución  de  jurisdicción  y competencia,
sino  como  de contenido  y alcance  de  la responsabilidad  civil ex delicto, lo  que  provoca
no  pocos  problemas  interpretativos,  aparte  de  gran  inseguridad  jurídica.  De  lege
firenda  sería  conveniente  reformar  la  atribución  de  competencia  a  los  órganos  del
orden  penal  en  materia  civil para  delimitar  el alcance  y contenido  que  en la  actualidad
puede  cobrar  el objeto  civil en  el proceso  penal.
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5  —  La  atribución  de  competencia  a ios  órganos  penales para  el conocimiento  de
pretensiones  civiles no  puede  en  ningún  caso  suponer  la  apropiación  de  funciones
jurisdiccionales  atribuidas a otros  órdenes  u órganos jurisdiccionales. Esto  es lo que
sucede  en relación con la competencia del Tribunal de Cuentas para el conocimiento
de  la  responsabilidad  civil  derivada  de  los  delitos  de  malversacióí  de  caudales
públicos.  El TS  ha confirmado  numerosos  pronunciamientos  sobre responsabilidad
civil  derivada  de  malversación  de  caudales  públicos  por  órganos  del  orden
jurisdicción  penal,  pese  a  que  manifiestamente  constituyen  una  intromisión  en  la
función  jurisdiccional reconocida  al  Tribunal  de  Cuentas  en  el  art.  103 de  la  CE,
desarrollada  en  la  LOTCu,  y  en  la  LFTCu.  Si  bien  se  trata  de  una  atribución
ciertamente  discutible, no  sólo desde el plano  doctrinal,  sino también  en atención  al
hecho  de que la jurisdicción contable  se circunscribe a los perjuicios ocasionados  al
Estado  u otros Entes  públicos (art. 55.1 de la LFTCU), lo que comportaría  la ruptura
de  la  continencia  de  la  causa  de  existir sujetos  perjudicados  distintos  de  aquéllos,
estas  circunstancias no pueden  amparar una  solución  contra legem. El  incump]imiento
del  reparto competencial legalmente establecido en  estos supuestos  podría  suscitar el
planteamiento  de  un  recurso  de  amparo  por  vulneración  del  derecho  al juez legal
predeterminado  por la Ley.

—  II  —

EN  TORNO A  LOS SUJETOS ACTIVOS  DE LA  PRETENSIÓN  CIVIL  EN  EL

PROCESO  PENAL

6  —  Son  titulares  activos  de  la  acción  civil aquellos  cuya  pretensión  resarcitoria
puede  deducirse  en  el  cauce  del  proceso  penal  por  ser  su  perjuicio  consecuencia
directa  de  los  hechos  delictivos.  En  nuestro  ordenamiento  jurídico  ha  sido  una
constante  la  atribución  de  legitimación para  el  ejercicio  de  la  acción  civil en  el
proceso  penal  a  través  de  una  enumeración  de  aquellos a  los  que  se  les considera
perjudicados.  No  cabe duda  que  se ha tratado  de un esfuerzo  loable por  clarificar y
delimitar  la  legitimación activa, y con  ello la  especial protección  que  a través  de la
institución  de  la  acumulación  se pretendía  dispensar  a  determinados  sujetos, pero
hoy  puede  decirse que esta técnica legislativa arroja un balance negativo, puesto  que
el  establecimiento  de  un  catálogo  de  sujetos  a  los  que  atribuir  la  condición  de
perjudicados  ha constituido  una  fuente de interpretaciones  diversas y artificiosas que
han  servido  para  atribuir  legitimación  ordinaria  en  supuestos  ciertamente
cuestionables.

De  la  lectura conjunta  de los  arts.  109 y  110 de la LECRIM y 113 del CP, pudieran
deducirse  que  la  distinción  entre  ofendidos,  familiares  y  terceros  perjudicados
responde  a  fundamentos  diversos;  sin  embargo,  todas  estas  categorías  son
reconducibles  al  concepto  de  perjudicado.  La  facultad  que  a  todos  ellos  se  les
reconoce  para  introducir  en  la  causa  una  pretensión  resarcitoria,  requiere  en  todo
caso  que  puedan  acreditar un  perjuicio  derivado  de  forma  directa  e  inmediata  del
hecho  delictivo, sin  que en modo  alguno la legitimación se pueda  entender  conferida
por  la mera condición que ocupan  respecto  del delito o del agraviado. Luego  no nos

435



LA  ACCIÓN CIVIL EN EL PROCESO PENAL

encontramos  ante  supuestos  diversos, sino  ante  la legitimación  originaria de  quien
que  ha  sufrido  un  perjuicio  como  consecuencia directa  del  delito;  por  tanto,  no  es
otra  cosa  que  el  daño  el  que  va  a  legitimar  al  sujeto  para  deducir  la  pretensión
resarcitoria  en la vía penal.

7  —  La  Administración  Pública es frecuente que comparezca  en el proceso  penal en
la  doble  condición  de  perjudicada y  responsable  civil por  los  mismos  hechos.  Esa
condición  que la posiciona en el lado  activo y pasivo  de la pretensión  resarcitoria es
comúnmente  aceptada puesto  que responde  a fundamentos  dispares. Mientras que la
base  de la obligación legal de reparar de la Administración se encuentra  en el art.  121
del  GP, la  condición  de  perjudicada la adquiere por  haber  deducido  una  pretensión
de  resarcimiento  conforme  con  los  arts.  100,  108,  y  110  de  la  LECRIM, al
considerarse  perjudicada  de  forma  directa  por  los  hechos  delictivos.  Negarle  la
posibilidad  de entablar la acción resarcitoria en el proceso  penal cuando  también  ella
resulte  legalmente  responsable  frente  a  terceros  por  los  mismos  hechos,  nos
conduciría  a  establecer  distintas  categorías  de  perjudicados,  relegándola  a  una
segunda,  lo  que  es  insostenible  cuando  la  Administración  puede  ser  la  principal
perjudicada  por  el hecho  delictivo. No  obstante,  esta práctica no  se halla exenta de
objeciones,  pues,  pese  a  que  legalmente  la  construcción  procesal  parece
irreprochable,  es necesario  preguntarse  acerca  de  su  conveniencia y  efectividad,  si
tenemos  presente  que la Administración podrá  repetir por las cantidades abonadas  a
los  terceros  perjudicados  en  lugar  del  funcionario,  autoridad  o  agente  público. Tal
vez  sería más  lógico acumular  todas  las pretensiones  para  deducirlas en  un  mismo
momento,  sobre  todo  cuando  la  cantidad  abonada  en  concepto  de  perjuicios  a
terceros  supera su propio  perjuicio.

8  —  La  atribución  ex  ige  al  MF  de  la  obligación  de  ejercitar la  acción  civil en  el
proceso  penal,  en  aquellos casos en  que  el perjudicado  no  la  hubiere renunciado  o
reservado,  supone  la  escisión subjetiva  entre  la  acción  y el  derecho.  Esto  significa
que  el MF  podrá  deducir  la pretensión  civil en  el  proceso  penal  aun  no  siendo  el
titular  del derecho  subjetivo controvertido,  pero  es que además éste no  cesará en  su
derecho-deber  ni  en  aquellos supuestos  en  los que  el  propio  titular  del  derecho,  el
perjudicado,  se  haya personado  en  el  proceso  para  su  defensa.  Esta  circunstancia
desemboca  en dos  situaciones dispares y singulares.

De  un lado, cuando  el MF  es el único  actor civil personado  en la causa la deducción
de  la  pretensión  civil  suele  comportar  una  cierta  indeterminación,  tanto  en  su
aspecto  objetivo  como  en  el  subjetivo,  llegándose  a  hablar  de  una  pretensión
«abstracta»  o  «in genere». Si bien  la  intervehción  del  Ministerio público  como  actor
civil  es autónoma,  no  encontrándose  vinculado  sino  por  la  reserva  o  renuncia  del
perjudicado,  sería  conveniente  el  establecimiento  de  un  mecanismo  que  articule la
comunicación  entre  el perjudicado —titular  de la pretensión—  y el MF; pues  ha  de
tenerse  presente  que  el  órgano  enjuiciador  quedará  vinculado  por  la  pretensión
deducida  por  el  Fiscal  —único  actor  civil constituido  en  la  causa—  y  porque  la
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pretensión  civil quedará  extinguida, dado  que  la  sentencia  que  pone  fin  al proceso
penal  goza  de  plenos  efectos  de  cosa  juzgada  material,  es  decir,  habrá  resuelto
definitivamente  la cuestión relativa a la responsabilidad civil.

De  otro  lado,  puede  ocurrir  que  el  MF  y  el  perjudicado  deduzcan  la  misma
pretensión  en  sentidos dispares dada la autonomía  de ambos en  su  ejercicio, pues el
Ministerio  público  no  se  encontrará  vinculado  ni  por  la  actuación  ni  por  los
planteamientos  de  aquél,  no  obstante  lo  cual  el  órgano  jurisdiccional  queda
vinculado  en cuanto  a la base indemnizatoria por lo pedido  por  la parte perjudicada,
pese  a  que  el  acusador  público  solicite  más  en  su  favor.  La  solución  a  estos
problemas  eminentemente  prácticos que se derivan de la concurrencia de dos sujetos
ejercitando  una  misma  pretensión  podría  venir  de  una  reinterpretación  más
conforme  a la  economía procesal  del art.  108 de la LECRIM.  De  1egeferenda cabría  la
posibilidad  de que en los casos en  que el perjudicado  se muestra parte en  el proceso
penal,  el MF pudiese  cesar en  su obligación de deducir la acción civil, puesto  que  si
la  parte  afectada  se  persona,  es  sin  duda  la  que  se  encuentra  en  la  mejor  posición

para  defender  sus intereses  privados.

9  —  La  articulación  de  acciones  civiles  colectivas  de  carácter  indemnizatorio  por
entes  colectivos  en  el  proceso  penal  presenta  el  problema  de  la  posición  que  estos
sujetos  han  de  ocupar  en  la  causa  cuando  ejercitan  pretensiones  de  naturaleza  civil
colectiva  además  de  la  pretensión  penal.  En  ocasiones,  y  para  alcanzar  la  justicia
material,  se  ha  permitido  que  el acusador  popular  dedujese  pretensiones  de  carácter
indemnizatorio  con  carácter  excepcional;  y  en  otras  se  ha  entendido  que  podrían
personarse  como  acusador  particular,  pese  a  no  ser  ofendidas  por  el  delito;  pero  ni
una  ni  otra  solución  se  encuentran  exentas  de  críticas.  No  es  suficiente  con  que  se
admita  como  solución  menos  gravosa  la  de  que  los  entes  colectivos  pueden  ocupar
en  el  proceso  penal  la  condición  de  acusadores  particulares,  sino  que  es  preciso  ir
más  allá  y  que  se  defina  legalmente  su  situación,  para  evitar  inseguridades  y
desigualdades  en  la  práctica  forense.  La  solución  requiera  de  una  reforma  del
concepto  de  acusador  particular,  para  que  estos  entes  puedan  gozar  de la posición  de
parte  en  el  proceso  penal  y  se  contemplen  así  estas  nuevas  realidades  cada  vez  más
frecuentes  en  nuestra  sociedad.

10  —  La  legitimación  para  la  acción  civil  en  el  proceso  penal  se  extiende  en
ocasiones  a  sujetos  que,  pese  a  que  pueden  ser  considerados  terceros  perjudicados,
únicamente  cuentan  a  su  favor  con  una  acción  de  subrogación,  que  debiera  deducirse
ante  la  jurisdicción  civil,  de  no  ser  porque  el  legislador,  atendiendo  a  la  especial
naturaleza  del  crédito  satisfecho,  ha  permitido  su intervención  en  el proceso  penal.

Es  el caso  del  art.  127.3  de  la  Ley  General  de  la  Seguridad  Social,  que  establece  que
en  aquellos  supuestos  en  que  la  asistencia  médica  a la  víctima  del  delito  hubiese  sido
prestada  por  alguna  de  las  entidades  gestoras  de  la  Seguridad  Social,  éstas  podrán
personarse  en  el proceso  penal  para  la  deducción,  como  objeto  civil  acumulado,  de
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los  gastos  devengados  en  concepto  de  prestaciones  sanitarias.  Se  trata  de  una
legitimación  extraordinaria,  sin  que  sea  preciso,  como  se  hace  con  frecuencia,
atribuirles  la  condición  de  tercero  perjudicado,  lo  que  supone  una  interpretación
forzada  de  dicho  concepto,  y una  atribución  ordinaria  de  legitimación que  no  se
corresponde  con la naturaleza de su crédito.

Si  la  asistencia médica  ha  sido prestada  por  una  entidad  sanitaria privada, la  norma
habilitante  para  poder intervenir  en el proceso  penal ha  de entenderse  comprendida
en  el  art.  82  in Jine de  la  Ley  del  Contrato  de  Seguro, en  el  que  se prevé,  como
excepción  a  la  regla  general  que  prohíbe  la  subrogación  en  los  seguros  de
responsabilidad  por  daños  personales,  todo  aquello  que  se  refiera  a  los  gastos  de
asistencia  sanitaria. Si bien no  se establece de forma expresa la posibilidad de  que la.
acción  subrogatoria pueda  deducirse en el proceso penal, el principio  de igualdad nos
conduce  a una interpretación  favorable, pues no  tendría sentido  que  se legitimase a
las  Entidades  Gestoras  de  la  Seguridad  Social por  la  prestación  sanitaria y  no  se
hiciese  otro  tanto  con  las  entidades privadas.  Y también  porque  si la  excepción  se
prevé  en razón  de la especial naturaleza de la prestación, nada  diferencia uno  de otro
supuesto.

11  —  Otro  supuesto  de  subrogación  se halla en  el art.  13 de la Ley 35/1995,  de  11
de  diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos  Violentos y contra la
Libertad  Sexual, en  el  que  se  prevé  que  el  Estado  pueda  mostrarse  parte  en  el
proceso  penal,  sin  perjuicio  de  la  acción  civil que  ejercite el  MF, para  entablar  la
acción  de  reclamación  por  el  importe  de  la  ayuda  provisional  concedida  a  las
víctimas  de  delitos  violentos  y  contra  la  libertad  sexual. La  posibilidad  de  que  el
Estado  se  subrogue  de  pleno  derecho  hasta  el  total  del  importe  de  la  ayuda
provisional  satisfecha, en  los  derechos  que  asistan  a  la  víctima  contra  el  obligado
civilmente  por  el  hecho  delictivo, pudiendo  mostrarse  parte  en  el  proceso  penal,
resulta  una  ampliación  de  la  legitimación para  el  ejercicio de  la  acción  civil  en  el
proceso  penal  ciertamente  cuestionable,  más  aún  si  se  tiene  presente  que  dicha
reclamación  recaída sentencia podrá  efectuarse por  el procedimiento  administrativo
de  apremio  establecido en  el Reglamento  General  de  Recaudación, medio previsto
para  la reclamación de las ayudas reconocidas con carácter defmitivo.

12  —  Tradicionalmente,  se  ha  admitido  la  personación  de  la  Administración  del
Estado  como  tercero  perjudicado  en  el  proceso  penal  cuando  abona  sus
retribuciones  al empleado  público,  durante  el  tiempo  en  que  éste  ha  permanecido
incapacitado  para  el ejercicio habitual de sus funciones  por  haber  sido víctima de un
hecho  delictivo cometido  con ocasión del servicio prestado  a la Administración. Esta
interpretación  debe  ser  rechazada,  pues  requiere  una  artificiosa interpretación  del
concepto  de  tercero  perjudicado,  sobre  la  base  de  la  teoría  de  la  organización  del
servicio  público  prestado  por  el  Estado,  y  además  produce  una  injustificable
desigualdad  práctica, pues  cuando  una  empresa  privada pretende  reclamar en  sede
penal  los salarios pagados  durante la baja del empleado,  y las cuotas  satisfechas a la
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Seguridad  Social,  la  jurisprudencia  deniega  esta  posibilidad.  En  ambos  casos  la
solución  debiera ser la misma, denegar la intervención en  el proceso  penal, dado que
el  posible  perjuicio  no  deriva  directamente  de  los  hechos  delictivos,  sino  de  la
relación  funcionarial  que  une  al  Estado  con  sus  funcionarios  y  contractual  de  la
empresa  con sus empleados, análogas a estos efectos.

13  —  En  principio,  las compañías  aseguradoras no  pueden  ser consideradas como
perjudicadas  en  el proceso  penal,  pues el perjuicio en  su caso proviene  no tanto  del
hecho  delictivo  como  de  la  sentencia  condenatoria.  No  obstante,  se  ha  discutido
mucho  acerca  de  la  posibilidad  de  que,  caso  de  haber  pagado  la  indemnización,
puedan  subrogarse  en  el  crédito  del  perjudicado  ya  reparado,  y  personarse  en  el
procedimiento  penal  desde  ese  momento.  En  los  casos  de  responsabilidad  civil,
parece  que  no  puede  entenderse  que  el  pago  efectuado  al  perjudicado  le  permita
comparecer  en  el  proceso  penal.  Porque  no  podrá  considerársela  perjudicada a los
efectos  del  art.  113  del  Gp, pues  el  pago  se  realiza  en  cumplimiento  de  las
obligaciones  contraídas  en  la  póliza  de  seguro,  y  como  contraprestación  de  las
primas  pagadas  por  el  asegurado  responsable.  Por  tanto,  de  contar  la  aseguradora
con  alguna acción  de  repetición  por  lo  pagado  en  virtud  del  art.  76  de  la  LCS y
concordantes  y del  117  del  Gp, ésta  deberá  deducirse  contra  quien  proceda  en  el
correspondiente  proceso  declarativo civil.

14—  La posibilidad de que la compañía que paga  a su asegurado perjudicado  por el
delito  pueda personarse  en el proceso  penal en  su lugar  después de haber  satisfecho
la  indemnización  a  la  luz  del  art.  43  de  la  Ley  de  Contrato  de  Seguro  parece
igualmente  rechazable.  Teniendo  presente  que  la  legitimación para  el  ejercicio de
pretensiones  civiles en  el proceso  penal  ha  de  ser interpretada  de  forma restrictiva
cuando  no  nos encontremos  ante un perjudicado  directo por los hechos  delictivos, y
que  la  atribución  de  legitimación  extraordinaria  sólo  cabe  en  los  supuestos
expresamente  previstos  en  la  ley,  consideramos  que  esta  exégesis  no  es  posible.
Luego,  entendemos  que  el  art.  43  de  la  Ley  de  Contrato  de  Seguro  no  está
estableciendo  un  supuesto de legitimación  derivada, sino que constituye  únicamente
una  disposición  de  carácter  sustantivo  que  prevé  la  posibilidad  de  ejercicio de  la
acción  subrogatoria,  pero  en  ningún  caso  está  atribuyendo  legitimación  a  la
aseguradora  para personarse  en proceso  penal y ejercitar acción civil.

15  —  En  los  delitos relativos  al  patrimonio  histórico  (arts. 321  a  324  del  GP) el
hecho  de  que  se  haya  entendido  que  el bien  jurídico  protegido  por  el legislador  es  la
función  socio-cultural  que  cumplen  —en  cuanto  cuentan  con  un  valor  histórico,
cultural,  o  artístico—  ha  supuesto  una  ampliación  de la  legitimación  para  el  ejercicio
de  la  acción  civil  en  el  proceso  penal  cuando  los  bienes  son  de  titularidad  privada.
Precisamente  esa  función  pública  a  que  están  destinados  dichos  bienes  permite  a  los
Poderes  públicos,  sobre  la  base  del  art.  46  de  la  CE, intervenir  en  el  proceso  penal
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ejercitando  tanto  la  acción  penal  como  la  civil,  aun  siendo  el  bien  de  dominio
privado.  Esta  legitimación extraordinaria  de  la Administración  Pública,  que  podría
explicarse  como un  supuesto  de legitimación representativa  o por  interés  social, no
hace  sino  generar  una  cuestionable  «sobreprotección»  de  los  titulares  de  bienes
privados  afectos al patrimonio  histórico; puesto  que, en estos casos, la escisión entre
la  acción  y  la  titularidad  del  derecho  puede  conducir  a  situaciones  en  las  que  la
misma  pretensión  de naturaleza privada es sostenida por  hasta  tres  sujetos distintos:
el  perjudicado  como  titular  del  bien,  el  Fiscal  por  disposición  legal  y  la
Administración  por  una  interpretación  a nuestro  juicio injustificadamente  extensiva
de  sus funciones.

—lIJ

EN  TORNO A  LOS SUJETOS PASIVOS  DE L4  ACCIÓN  CIVIL  EN  EL  PROCESO

PENAL

16  —-  La regulación de los responsables  civiles en el GP es la más extensa y detallada
de  entre todos  los elementos  constitutivos  de la pretensión  civil en el proceso  penal,
pero  existen una  serie de  sujetos, además de los expresamente  contemplados  en los
arts.  116 y  SS.  del  GP, que  deberían  ser  llamados  al  proceso  penal  en  calidad  de
demandados,  por  ser  responsables  civiles  de  los  hechos  delictivos,  para  que  la
pretensión  reparadora pueda  ser dirimida válidamente  en  el seno del proceso  penal.
Hay  que  señalar que  si bien  la restitución  es uno  de los  contenidos  civiles posibles
dentro  del proceso penal,  y que  se encuentra  expresamente prevista en el art.  111 del
Gp,  el  legislador  ha  olvidado  hacer  mención  entre  los  responsables  civiles  al  sujeto
obligado  a  restituir.  Omisión  que  no  resulta  baladí  si  se  tiene  presente  que  el
obligado  a  restituir  es  en  muchas  ocasiones  un  tercero  respecto  de  los  hechos
delictivos,  por  lo que  sería  conveniente  que  no  sólo  su  responsabilidad  se  encontrase
prevista,  sino  también  el  tiempo  y modo  en  que  ha  de  ser  llamado  al  proceso  para
que  pueda  entrarse  válidamente  a  enjuiciar  la  pretensión  resarcitoria.

17  —En  la  práctica  forense  se  ha  venido  permitiendo  la  posibilidad  de  que  la
reparación,  en  determinados  tipos  delictivos,  se  efectúe  a  través  de  la  declaración  de
nulidad  de  negocios  jurídicos  que  permitieron  de  hecho  la  consumación  del  tipo
delictivo.  El  hecho  de  que  la  pretensión  de  nulidad  de  un  negocio  jurídico  no  se
encuentre  legalmente  prevista  entre  los  posibles  contenidos  de  la  acción  civil  en  el
proceso  penal  plantea  el problema  del  encaje  legal  que  habrá  de  darse  a  los  sujetos
que,  ajenos  a  la  comisión  del  delito,  han  participado  en  el  negocio  jurídico  a  través
del  cual  se  ha  consumado  la  conducta  criminal  o  en  alguna  de  las  sucesivas
transmisiones  cuya validez,  salvo  que  se  hubiese  adquirido  de  modo  irreivindicable,
puede  hallarse  viciada  de  nulidad.  No  cabe  duda  de  que  se  trata  de  responsables
civiles  directos,  si  bien  no  encuentran  acomodo  legal  en  ninguna  de  las  figuras
previstas  en los  arts.  116 a  122 del  Gp, pues al no  encontrarse  prevista  la  pretensión
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declarativa  de  nulidad,  difícilmente pudieron  contemplarse  legalmente  los  sujetos
obligados  a responder por  la misma.

18  —  La  LECRIM parte  del  hecho  de  que  en  el  trámite  de  calificaciones
provisionales  o en la deducción del escrito de acusación todos  los sujetos llamados a
ser  parte en el proceso penal se encuentran  ya personados  en el mismo, por  tanto, en
principio,  debe  entenderse que es este el momento  preclusivo para la deducción de la
pretensión  civil contra  quien  corresponda.  No  obstante,  puede  suceder  que  en  las
calificaciones  provisionales o  en  los escritos  de  acusación  se dirigiese la pretensión
reparadora  contra  sujetos  que  hasta  este  momento  no  habrían  tomado  parte  en  el
proceso.

En  cualquier caso, la entrada  de estos  sujetos debiera procurarse  desde que  se tiene
conocimiento  de su responsabilidad civil a través del trámite previsto  en los arts. 615
y  ss. de  la LECRIM, referido a la prestación  de fianza o  en  su  caso al  embargo. De
este  modo,  aquel que  resulte  demandado  civilmente  en  el  procedimiento  punitivo
podrá  tomar  parte  en  las  actuaciones  previas  evitándose  cualquier  tipo  de
indefensión,  preservándose  el principio de contradicción y garantizándose el derecho
a  la tutela judicial efectiva.

19  —  En  calidad  de  demandado  civil también  podrá  ser  llevado  al proceso  penal
aquel  que  se aprovecha  de  los  efectos  del  delito  a  título  lucrativo.  No  se  trata  en
puridad  de un responsable  civil, pues  el fundamento  de  su obligación no  se halla en
el  daño  sino en la prohibición  de enriquecerse injustamente  o  sin causa legítima. La
aplicación  de esta figura prevista en el art. 122 del GP deberá limitarse a los supuestos
en  que  el sujeto desconociese la procedencia delictiva de los efectos, pues  de no  ser
así  habría  incurrido  en  un  delito  de  receptación  y  su  responsabilidad  habrá  de
exigirse  conforme  al  art.  116 del  Gp. Por  tanto,  la limitación  de  la responsabilidad
civil  del receptador  penal proviene  del alcance de  su propia  conducta,  sin que  para
ello  deba  acudirse a lo que considero  una  aplicación artificiosa de la limitación  de la
responsabilidad  civil prevista en el art. 122 del Gp.

20  —  El  ejercicio  acumulado  de  la  acción  civil  a  la  penal  puede  tener  como
consecuencia  en  muchas  ocasiones  no  sólo  que  sujetos  extraños  a  la  pretensión
penal  sean llamados  como  responsables  civiles al proceso,  sino  que  además puede
suceder  que  éstos  adquieran  una  doble  condición  en  la  causa,  puesto  que  en
determinadas  circunstancias podrían  posicionarse  al mismo tiempo  en el lado  activo
y  pasivo  de la pretensión  resarcitoria, en una  situación tan  singular como  compleja.
Esta  circunstancia  se  debe  a  que  ambas  condiciones  responden  a  fundamentos
diversos  y así, como la posición  de responsable  civil viene atribuida  por  disposición
legal,  la segunda  se adquiere por  padecer un  perjuicio como consecuencia directa de
los  hechos  enjuiciados. Negar  la  posibilidad de  ejercitar la  acción  resarcitoria a los
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que  debiendo  responder  civilmente  por  un  hecho  ajeno  también  pueden  haber
resultado  perjudicados  directos  por  el  mismo  supondría  establecer  distintas
categorías  de  perjudicados,  lo  que  relegaría  alguno  de  ellos  a  una  posición  de
segundo  grado.

En  la  práctica  forense  puede  decirse  que  con  carácter  general,  y  no  sólo  en  los
supuestos  en  los  que  la  Administración  pública  resulta  a  la  vez  perjudicada  y
responsable  por los mismos hechos,  se admite en determinadas circunstancias que ci
responsable  civil pueda  adquirir también  la condición  de perjudicado  en  el proceso,
lo  cual no  significa que  sea una  posición  fácilmente conciliable, de hecho  en  alguna
ocasión  esta posibilidad ha  sido rechazada por  el TS amparándose  en la complejidad
que  puede  llegar a  alcanzar el  proceso  planteado  en  estos  términos.  Esta  peculiar
situación  procesal,  que  debiera  acogerse  con  carácter  excepcional  para  evitar  la
ruptura  de la continencia de la causa, precisa de una regulación de las condiciones en
que  la misma  puede  producirse  a efectos  de garantizar el derecho  a la tutela  judicial
efectiva  y paliar la inseguridad jurídica que  puede  conllevar  esta discrecionalidad no
reglada  por parte de los tribunales en cuanto a su admisión o denegación.
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STS de 1 de junio de 1992 (RJA 4755)
STS de 19 de octubre de 1990 (RJA 7984)
STS de 7 de abril de 1990 (RJA 3202)
STS de 18 de octubre de 1988 (RJA 7586)
STS de 2 de noviembre de 1987 (RJA 8129)
STS de 7 de mayo de 1985 (RJA 2445)
STS de 10 de diciembre de 1985 (RJJA 6433)
STS de 6 de abril de 1984 (RJA 2325)
STS de 21 de junio de 1983 (RJA 3565)
STS de 3 de julio de 1981 (RJA 3044)
STS de 20 de octubre de 1981 (RJA 3814)
STS de 9 de octubre de 1981 [RJA 3741]
STS de 24 de septiembre  de 1980 (RJA 3313)
STS de 12 de febrero de 1969 (RJA 950)
STS de 24 de marzo de 1947 (RJA 400)

RÉGIMEN  PROCESAL
STC  núm.  137/1996
STC  núm. 33/1992
STC  núm. 91/1989

STS de 28 de febrero  de  2003  (RJA 2451]
STS  de  19 de marzo de 2001 (RJA 1910)
STS de 20 de  septiembre  de  1993 (RJA 6646)
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STS de 12 de julio de 1993 (RJA 6007)
STS de 30 de mayo de 1988 (RJA 4105)
STS  de 2 de noviembre de 1987 (RJA 8129)
STS  de 4 de julio de 1985 (RJA 3953)
STS  de 20 de octubre de 1981 (RJA 3814)
STS  de 27 de enero de  1981 (RJA 41)
STS  de 11 de mayo de  1981 (RJA 2186)
STS  de 9 de febrero  de 1973 (RJA 1655)
STS  de 30 de mayo de 1972 (RJA 2279)
STS  de 2 de enero  de 1972 (RJA 2)
STS  de 20 de junio de 1969 (RJA 3274)
STS  de 6 de junio de 1969 (RJA 3527)
STS de 22 de marzo de 1969 (RJA 1869)
STS de 26 de abril de 1968 (RJA 2050)
STS  de 15 de diciembre de 1967 (RJA 29)
STS  de 23 de mayo de 1967 (RJA 2511)
STS  de 28 de enero  de 1967 (RJA 226)
STS  de 20 de enero  de 1967 (RJA 97)
STS  de 10 de febrero  de 1955 (RJA 410)

REPARACIÓN  E INDEMNIZACIÓN
STS de 25 de septiembre de 2001 (RJA 8097)
STS  de 2 de octubre de 2000 (RJA 8718)
STS  de 31 de octubre  de 2000 (RJA 8703)
STS  de 22 de mayo de 2000 (RJA 4899)
STS  de 12 de mayo de 2000 (RJA 6928)
STS  de 19 de octubre  de 1996 (RJA 7508)
STS  de 27 de febrero de  1996 (RJA 1266)
STS de 28 de noviembre  de 1996 (RJA 8889)
STS  de 10 de octubre de 1996 (RJA 7576)
STS  de 3 de noviembre de  1993 (RJA 8397)
STS  de 22 de octubre de 1993 (RJA 7821)
STS  de 27 de mayo de  1992 (RJA 4951)
STS  de 8 de febrero de 1991 (RJA 923)
STS  de 15 de abril de 1991 (RJA 2691)
STS  de 14 de marzo de 1991 (RJA 2139)
STS  de 7 de abril de 1990, (RJA 3202)
STS de 25 de enero de 1990 (RJA 504)
STS  de 2 de febrero  de 1990 (RJA 1041)
STS  de 23 de marzo de 1987 (RJA 2199)
STS  de 8 de julio de 1986 (RJA 3902)
STS  de 7 de octubre de  1985 (RJA 1985)
STS  de 26 de diciembre de 1984 (RJA 6647)
STS  de 13 de octubre de  1981 (RJA 3634)
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STS  de  10 de  noviembre  de  1979  (RJA 3880)

RESTITUCIÓN

STS de  10 de marzo de 1983 (RJA 1797)
STS  de  19  de diciembre  de 1967  (RJA 116)
STS  de  27  de junio  de  1966  (RJA 3211)
STS  de  23  de febrero  de  1965  (RJA 653)
STS  de  26  de septiembre  de  1964  (RJA 8266)
STS  de  28  de  febrero  de  1959  (RJA 2188)
STS  de  23  de enero  de  1957  (RJA 79)
STS  de  9 de  febrero  de  1954  (RJA 230)
STS  de  19  de diciembre  de  1953  (RJA 3303)
STS  de  17  de marzo  de  1951  (RJA 532)
STS  de  6 de junio  de  1949  (RJA 991)

DECLARACIÓN DE INEFICACIA DE NEGOCIOS JURÍDICOS
STS de 28 de febrero de 2001 (RJA 2321)
STS  de  14  de diciembre  de 2000  (RJA 7771)
STS  de  18  de junio  de  1999  (RJA 4142)
STS  de  12  de julio de  1996  (RJA 6067)
STS  de  24  de septiembre  de  1993  (RJA 6789)
STS  de  20  de abril  de  1993  (RJA 3157)
STS  de  5 de mayo  de  1993  (RJA 3843)
STS  de  26  de marzo  de  1993  (RJA 584)
STS  de  25  de  febrero  de  1993  (RJA 1546)
STS  de  24  de noviembre  de  1992  (RJA 9514)
STS  de  23  de marzo  de  1991  (RJA 2358)
STS  de  27  de junio  de  1990  (RJA 4718)
STS  de  7 de julio  de  1989  (RJA 6137)
STS  de  22  de diciembre  de  1989  (IRJA 9748)
STS  de  19  de enero  de  1988  (RJA 9748)
STS  de  20  de febrero  de  1987  (RJA 1275)
STS  de  25  de mayo  de  1987  (RJA 3123)
STS  de  9 de mayo  de  1986  (RJA 2433)
STS  de  14  de julio de  1986  (RJA 4323)
STS  de  25  de junio  de  1985  (RJA 3050)
STS  de  14  de diciembre  de  1985  (RJA 6326)
STS  de  11  de junio  de  1984  (RJA 3539)
STS  de 25  de  mayo  de  1983  (RJA 2777)
STS  de 30  de  diciembre  de  1983  (RJA 6764)
STS  de 4  de noviembre  de  1981  (RJA 4289)
STS  de 5 de  febrero  de  1980  (RJA 439)
STS  de  16 de  noviembre  de  1971  (RJA 5204)
STS  de  12 enero  1965  (RJA 15)
STS  de  18 diciembre  1965  (RJA 5727)
STS  de 4 diciembre  1963  (RJA 4863)
STS  de 7 de  abril  de  1960  (RJA 1179)
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OBLIGACIONES  CONTRACTUALES
STS  de 15 de octubre  de 2002 (RJA 9575)
STS de 25 de septiembre  de 2001 (RJA 9600)
STS de 29 de diciembre de 2000 (RJA 750)
STS  de 26 de marzo de 1993 (RJA 2584)
STS  de 12 junio  1992 (RJA 5213)
STS  de 16 marzo de  1991 (RJA 2271)
STS  de 19 enero de 1988 (RJA 386)
STS  de 14 de julio de 1986 (RJA 4323)
STS de  14 diciembre 1985 (RJA 6326)
STS  de 11junio  de 1984 (RJA 3539)
STS  de 30 diciembre de 1983 (RJA 6764)
STS de 4 noviembre de 1981 (RJA 4289)

PERJUDICADO  EN  LOS  CASOS DE  INDEMIIZACIÓN

IURE  PROPIO Y NO  IURE HEREDITATIS

STS de 24 de noviembre de 1998 (RJA 9694)
STS de 19 de diciembre de  1997 (EDE  97/10041)
STS de  17 de enero  de 1992 (RJA 228)
STS de 19 de abril de 1991 (EDE 97/3512)
STS de 26 de enero de 1972 (RJA 120)
STS de 16 de marzo de 1971 (RJA 943)
STS de 9 de junio de 1969 (RJA 3601)
STS de 24 de mayo de 1960 (RJA 2510)
STS de 23 de enero de 1948 (RJA 194)
STS de 9 de enero de 1945 (RJA 85)
STS de 4 de marzo de 1944 (RJA 355)

POR  MUERTE:  TITULAR/DAD

FAMILIA

STS  de 17 de enero de 1992 (RJA 228)
STS  de 15 de abril de 1988 (RJA 2777)
STS  de 1 de febrero de 1974 (RJA 365)

TERCERO  PERJUDICADO

Daio  real, directo  actuaiproveniente de los hechos delictivos
STS  de 13 de febrero de 1991 (RJA 1021)
STS  de  14 de marzo de  1985 (RJA 3857)
STS  de 25 de junio de 1985 (RJA 3050)
STS  de 17 de mayo de 1973 (RJA  2087)
STS  de 19 de diciembre de 1967 (RJA 116)
STS  de 14 de diciembre de  1963 (RJA 4988)
STS  de 6 de diciembre de 1963 (RJA 4897)

LEGITIMACIÓN  ORDINARIA
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Daffos  excluidos
STS de 10 de marzo de 1983 (RJA 1797)
STS de 19 de diciembre 1967 (RJA 1968)
STS de 23 de febrero 1965 (RJA 1965)
STS de 23 de enero 1957 (RJA 1957�9)
STS de 9 de febrero 1954 (RJA 1954)
STS  de 19 diciembre 1953 (RJA 1953)
STS  de 17 de marzo 1951 (RJA 1951)
STS  de 6 junio  1949 (RJA 1949)

ADMINISTRACIÓN  PÚBLICA  PERJUDICADA  Y  RESPONSABLE  POR  UNOS  MISMOS

HECHOS

STS  de 25 de enero  de 2002 (RJA 2345)
STS  de 16 de mayo de 2002 (RJA 4739)
STS de 14 de diciembre de 2002 (RJA 2072)
STS de 29 de junio de 2001 (RJA 5952)
STS de 8 de octubre  de 2001 (RJA 9053)
STS de 29 de julio de 1998 (RJA 5855)
STS de 10 de diciembre de 1998 (RJA 10336)
STS de 15 de febrero  de 1997 (RJA 1179)
STS de 21 de octubre  de 1997 (RJA 7587)
STS de 19 de enero  de 1994 (RJA 77)
STS de 8 de mayo de 1991 (RJA 3606)
STS de 9 de octubre de 1991 (RJA 7587)

LEGITIMACIÓN  EXTRAORDINARIA
MINISTERIO  FISCAL

STC  núm. 123/1992

STS de 12 de mayo de 1990 (RJA 3916)
STS de 30 de mayo de 1988 (RJA 4105)

ACCIÓN  CIVIL COLECTIVA

STS  de 26 de septiembre  de 1997  (RJA 6366)

SUBROGACIÓN  EN EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN CIVIL EN EL PROCESO PENAL

Entidades  sanitarias que prestaron asistencia sanitaria alpejudicado
STS  de 6 de abril de 1984 (RJA 2325)
STS  de 21 de octubre de 1981 (IRJA 3948)
STS  de 10 de diciembre de 1966 (RJA 5711)
STS  de 27 de septiembre  de 1966 (RJA 4179)

SAP  de Zaragoza  de 9 de enero de 2003 (ARP 44506)
SAP  de Zaragoza de 3 de febrero de 2003 (ARP 76098)

Estado porlaconcesióndeayudasalasvíctimasdedelitosviolentos
STS  de 13 de mayo de  1999 (RJA 3812)
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STS  de 9 de junio de 1999 (RJA 3882)
STS  de 10 de mayo de 1990 (RJA 3894)
STS  de 10 de mayo de 1990 (IRJA 3894)
STS  de 12 de junio de 1989 (RJA 5094)
STS  de 11 de diciembre de 1989 (RJA 9527)
STS  de 26 de diciembre de 1989 (RJA 9791)
STS  de 2 de diciembre de  1988 (RJA 9358)
STS  de 29 de septiembre de 1986 (RJA 4922)
STS de 25 de junio de 1983 (RJA 3587)
STS de 13 de diciembre de 1983 (RJA 6522)
STS de 20 de septiembre  de 1982 (RJA 4948)
STS  de 2 de marzo de 1981 (RJA 881)
STS  de 14 de abril de 1981 (RJA 1549)
STS  de 14 de febrero de  1980 (RJA 516)
STS  de 13 de mayo de  1975 (RJA 2083)
STS  de 28 de noviembre de 1974 (RJA 4905)

SAP  de Asturias de 7 de noviembre de 2002 (ARP 53222)
SAP  de Toledo  de 20 de mayo de 2002 (ARP 174806)
SAP  de Sevilla de 19 de febrero  de 2001 (ARP 148190)
SAP  de Tarragona  de 6 de septiembre de 2000 (ARP 2885)

Compañías aseguradoras
STS  de 3 de junio de 1997 (RJA 4561)
ATS  de 18 de junio de 1997 (RJA 4848)
STS  de 4 de julio de 1997 (RJA 5692)
STS  de 18 de junio de 1993 (RJA 5200)
STS  de 22 de octubre  de 1992 (RJA 8421)
STS  de 13 de febrero  de 1991 (RJA 1020)
STS  de 25 de enero  de 1990 (RJA 504)

SAP  de 3 de febrero de 2003 (ARP 208972)
SAP  de 10 de febrero  de 2003 (ARP 84575)
SAP  de  12 de noviembre  de 2003 (ARP 61518)
SAP  de Granada  de 15 de noviembre de 2002 (ARP 342)
SAP  de Cádiz de 30 de julio de 2002 (ARP 262417)
SAP  de Sevilla de 29 de mayo de 2002 ARP  223398)
SAP  de Valladolid de 27 de abril de 2001 (ARP 173242)
SAP  de La Coruña de 6 de noviembre  de 2000 (ARP 624)
SAP  de Madrid de 15 de septiembre de 2000 (IARP 308206)

RESPONSABLES  CIVILES DIRECTOS
RESPONSABLE  CRIMINAL Y CÓMPLICE

Reiponsabie por hecho propio
STS  de 7 de febrero de  1997 (RJA 661),
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STS  de 1 de febrero de  1996 (RJA 809)
STS  de 17 de noviembre de 1994 (RJA 9276)
STS  de 25 de enero de 1994 (RJA 615)
STS  de 3 de diciembre de 1993 (RJA 9239)
STS  de 21 de septiembre de 1992 (RJA 7209)
STS  de 26 de abril de 1988 (RJA 2881)
STS  de 14 de abril de 1987 (RJA  2566)
STS  de 22 de junio de 1987 (RJA 4988)
STS  de 30 de octubre de 1985 (RJA 5074)
STS  de 8 de marzo de  1984 (RJA 1719)
STS  de 7 de octubre de 1982 (RJA 5609)
STS  de 12 de abril de 1977 (RJA 1589)

Se,alamientodecuotasaefectosdel  derechoderepedónenlasreladonesinternas
STS  de 5 de junio de 1995 (RJA 4519)
STS  de 3 de diciembre de 1993 (RJA 9379)
STS  de 8 de febrero  de 1991 (RJA 923)
STS  de 27 de mayo de 1991 (RJA 3870)
STS de 14 de noviembre  de 1991 (RJA 8133)
STS de 25 de mayo de 1990 (RJA 4443)
STS de 5 de noviembre  de 1990 (RJA 8667)
STS de 26 de abril de 1988 (RJA 2881)
STS  de 14 de abril de 1987 (RJA 2566)
STS  de 7 de marzo de  1986 (RJA 1412)
STS  de 14 de febrero de  1985 (RJA 959)
STS  de 25 de junio de  1985 (RJA 959)
STS  de 9 de julio de 1985 (RJA 4021)
STS  de 26 de noviembre de 1985 (RJA 5482)
STS  de 22 de mayo de 1984 (RJA 2673)
STS  de 4 de diciembre de 1984 (RJA 6150)
STS  de 24 de febrero  de 1983 (RJA 1724)
STS  de 10 de febrero  de 1982 (RJA 794)
STS  de 10 de mayo de 1982 (RJA 2658)
STS  de 7 de octubre de 1982 (RJA 611)
STS  de 2 de febrero  de 1981 (RJA 473)
STS  de 12 de junio de 1981 (RJA 2647)
STS  de 24 de abril de 1979 (RJA 1685)
STS  de 2 de noviembre de  1978 (RJA 3367)
STS  de 27 de noviembre de  1978 (RJA 3807)
STS  de 15 de abril de 1977 (RLA 1647)
STS  de 15 de noviembre  de 1974 (RJA 4337)
STS  de 29 de octubre  de 1971 (RJA 4075)
STS  de 24 de mayo de 1968 (RJA 2584)
STS  de 20 de septiembre  de 1968 (RJA 3689)
STS  de 26 de septiembre  de 1968 (RJA 4075)
STS  de 1 de abril de 1965 (RJA 1495)
STS  de 24 de diciembre de  1964 (RJA 5628)
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STS  de 30 de septiembre de 1958 (RJA 2983)
STS de 20 de noviembre de 1956 (RJA 3383)
STS de 29 de marzo de 1946 (RJA 391)
STS de 3 de julio de 1945 (RJ 3492)

COMPAÑÍA ASEGURADORA

STS  de 9 de diciembre de 2002 (RJA 2328)
STS  de 22 de abril de 2002 (RJA 703)
STS  de 8 de abril de 2002 (RJA 5093)
STS de 17 de octubre  de 2000 (RJA 9152)
STS de 23 de febrero de 2000 (RJA 1145)
STS de 5 de marzo de 1999 (RJA 1403)
STS  de 11 de febrero  de 1998 (RJA 1046)
STS  de 28 de abril de 1998 (RJA 3821)
STS  de 16 de  septiembre de 1998 (RJA 7291)
STS  de 4 de noviembre  de 1998 (RJA 7777)
STS  de 4 de diciembre de 1998 (RJA 10325)
STS  de  11 de febrero de  1998 (RJA 1046)
STS  de 29 de mayo de 1997 (RJA 3637)
STS  de 24 de octubre de  1997 (RJA 7768)
STS  de 2 de diciembre de 1997 (RJA 8808)
STS  de 1 de febrero de 1996 (RJA 809)
STS de  15 de diciembre de  1995 (RJA 9378)
STS de  10 de julio de 1995 (RJA 5438)
STS de 5 de abril de 1995 (RJA 2816)
STS  de 15 de diciembre de 1994 (RJA 10112)
STS  de 31 de octubre de 1994 (RJA 8007)
STS  de 21 de noviembre  de 1994 (RJA 9213)
STS  de 12 de noviembre  de 1994 (RJA 8917)
STS  de 25 de octubre  de 1993 (RJA 7956)
STS de 23 de enero de 1993 (RJA 493)
STS  de 21 de enero de 1993 (RJA 1484)
STS  de 15 de septiembre  de 1992 (RJA 7153)
STS  de 8 de julio de 1992 (RJA 6782)
STS  de 1 de junio de 1992 (RJA 4755)
STS  de 13 de junio de 1991 (RJA 4452)
STS  de 10 de junio de 1991 (RJA 4582)
STS  de  15 de marzo de 1991 (RJA 2163)
STS de  14 de marzo de  1991 (RJA 2139)
STS  de 8 de febrero  de 1991 (RJA 971)
STS  de 16 de marzo de 1990 (RJA 2992)
STS  de 8 de marzo de 1990 (RJA 2424)
STS  de 4 de abril de 1990 (RJA 3055)
STS  de 27 de noviembre  1989 (RJA 788)
STS de 22 de diciembre de 1989 (RJA 923)
STS de  11 de diciembre de 1989 (RJA 9527)
STS de 27 de noviembre de 1989 (RJA 788)
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STS  de 7 de noviembre de 1989 (RJA 8572)
STS  de  10 de abril de 1989 (RJA 3083)
STS  de 27 de mayo de 1988 (RJA 3448)
STS  de 26 de abril de 1988 (RJA 2827)
STS de 24 de marzo de 1988 (RJA 2427)
STS  de 18 de septiembre de 1986 (RJA 4682)
STS  de 26 de diciembre de  1986 (RJA 7996)
STS  de 26 de enero de 1985 (RJA 362)
STS  de 26 de abril de 1985 (RJA 2141)
STS  de 6 de marzo de 1985 (RJA 1579)
STS  de 28 de diciembre de 1984 (RJA 6663)
STS  de 28 de junio de 1983 (RJA 3600)
STS de 14 de febrero  de 1983 (RJA 1672)
STS  de 22 de noviembre  de 1982 (RJA 7168)
STS  de 18 de febrero de  1982 (RJA 798)
STS  de 26 de diciembre de 1981 (RJA 5230)
STS  de 3 de julio de 1981 (RJA 3134)
STS  de 20 de abril de  1981 (RJA 1647)
STS  de 5 de noviembre de  1980 (RJA 4780)
STS  de 27 de junio de 1980 (RJA 3060)
STS  de 7 de abril de 1980 (RJA 1239)
STS de 26 de marzo de 1977 (RJA 1354)
STS  de 14 de junio de  1977 (2398)
STS  de 27 de mayo de  1975 (RJA 2337)
STS  de 7 de mayo de 1975 (RJA 1954)
STS  de 9 de marzo de 1974 (RJA 1248)

STJCE  de 28 de marzo de  1996 (DOCE  núm.  180/10,  de 22 de junio)

PARTÍCIPE  DE LOS EFECTOS DEL DELITO A TÍTULO LUCRATIVO

STS de 5 de febrero de 2003 (RJA 2432)
STS de 14 de marzo de 2003 (RJA 2263)
STS de 14 de junio de 2002 (RJA 7257)
STS de 25 de octubre de 1999 (RJA 8360)
STS de 21 de diciembre de 1999 (RJA 9436)
STS de 15 de abril de 1998 (RJA 8979)
STS de 20 de julio de 1998 (RJA 6171)
STS de 23 de noviembre de 1998 (RJA 8979)
STS de 1 de febrero de 1996 (RJA 809)
STS de 15 de diciembre de 1995 (RJA 9378)
STS de 12 de diciembre de 1995 (RJA 9240)
STS de 5 de abril de 1995 (RJA 2816)
STS de 8 de febrero de 1993 (RJA 892)
STS de 21 de enero de 1993 (RJA 1484)
STS de 20 de marzo de 1993 (RJA 2422)
STS de 15 de septiembre de 1992 (RJA 7153)
STS de 30 de noviembre de 1992 (RJA 9562)
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STS de 30 de diciembre de 1992 (RJA 10546)
STS de 27 de mayo de  1991 (RJA 3870)
STS de  16 de marzo de 1990 (RJA 2992)
STS  de 25 de mayo de  1990 (RJA 4443)
STS  de 7 de junio de 1990 (RJA 5226)
STS  de 16 de marzo de 1990 (RJA 2992)
STS  de 13 de octubre de 1990 (RJA 8000)
STS  de 10 de abril de 1989 (RJA 3083)
STS  de 8 de mayo de  1989 (RJA 4134)
STS de 7 de noviembre de 1989 (RJA 8572)
STS de  1 de marzo de 1988 (RJA 1513)
STS de  11 de marzo de 1988 (RJA 1267)
STS de 26 de abril de 1988 (RJA 2881)
STS de 27 de junio de  1988 (RJA 5370)
STS de 7 de marzo de 1986 (RJA 1412)
STS de 9 de mayo de  1985 (RJA 2457)
STS de 9 de diciembre de 1985 (RJA 6011)
STS de  18 de enero de 1984 (RJA 32)
STS  de 20 de marzo de 1984 (RJA 1838)
STS  de 12 de abril de 1984 (RJA 2355)
STS  de 28 de diciembre de 1984 (RJA 6663)
STS  de 14 de febrero  de 1983 (RJA 1672)
STS  de 2 de diciembre de 1981 (RJA 4964)
STS  de 7 de marzo de 1980 (RJA 1029)
STS  de 5 de diciembre de 1980 (RJA 4780)
STS  de 7 de marzo de 1980 (RJA 1029)
STS  de 18 de abril de 1978 (RJA 1465)
STS  de 24 de febrero  de 1976 (RJA 824)
STS  de 22 de noviembre  de 1976 (RJA 4870)
STS  de 27 de mayo de 1975 (RJA 2337)
STS  de 31 de mayo de 1975 (RJA 2163)
STS  de 24 de octubre  de 1975 (RJA 4010)
STS  de 9 de marzo de 1974 (RJA 1248)
STS  de 30 de noviembre  de 1965 (RJA 5283)

ExENCIÓN  DE LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL

STS  de 20 de marzo de 2003 RJA  2671)
STS  de 17 de marzo de 2003 (RJA 2911)
STS  de 31 de enero  de 2003 (RJA 2035)
STS  de 12 de julio de 2002 (RJA 8146)
STS  de 27 de agosto de 1999 (RJA 7392)
STS de 1 de septiembre de 1999 (RJA 7180)
STS  de 31 de julio de  1998 (RJA 5886)
STS  de 21 de octubre  de 1991 (RJA 7327)
STS  de 22 de diciembre de  1980 (RJA 4986)
STS  de 12 de mayo de 1971 (RJA 2287)
STS  de 22 de octubre  de 1958 (RJA 3035)
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STS  de 2 de marzo de 1950 (RJA 631)

RESPONSABLESCIVILESSUBSIDIARIOS
PADRES

STS  de 31 de enero  de 2001 (RJA 492)
STS  de 31 de enero  de 1999 (RJA 2054)
STS  de 12 de febrero  de 1998 (RJA 636)
STS de 31 de enero de  1997 (RJA 253)
STS de 12 de diciembre de 1997 (RJA 9336)
STS de 5 de febrero de 1996 (RJA 1089)
STS de 9 de febrero de 1996 (RJA 953)
STS de 2 de abril de 1996 (RJA 2984)
STS  de 16 de abril de 1996 (RJA 2954)
STS  de 22 de abril de 1996 (RJA 3492)
STS  de 25 de mayo de 1996 (RJA 3918)
STS  de 28 de mayo de 1996 (RJA 3859)
STS  de 17 de julio de 1996 (RJA 5676)
STS  de 22 de noviembre de 1996 (RJA 8643)
STS  de 20 de diciembre de 1989 (RJA 8856)
STS  de 19 de octubre de  1988 (RJA 7588)
STS  de 17 de julio de  1987 (RJA 5801)
STS  de 30 de septiembre  de 1986 (IRJA 4925)
STS  de 15 de febrero de 1985 (RJA 557)
STS  de 14 de febrero de 1985 (RJA  552)
STS de 21 de noviembre de 1985 (RJA 5624)
STS  de 17 de marzo de 1983 (RJA 1482)
STS  de 10 de mayo de  1982 RJA  2564)
STS  de 27 de abril de 1981 (RJA 1781)
STS  de 5 de octubre de  1979 (RJA 3241)
STS  de 14 de marzo de 1978 (RJA 815)

SAP  de Badajoz de 5 de abril de 2001 (ARP 180173)
STSJ de Castilla y León de 29 de septiembre de 2000 (ARP 3317)
STS de 31 de enero  de 1999 (RJA 2054)

TITULARES  DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN

STC  núm. 367/1993
STC  núm. 36/1985
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